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			PRÓLOGO

			Esta obra va dirigida a quienes se inician por primera vez en el estudio del Derecho Público en general y del Derecho Administrativo en particular, por ello es una obra especialmente adecuada para las titulaciones del ámbito de las ciencias sociales en las que el Derecho Público general, y Administrativo en particular, se perciben como un complemento formativo necesario, como sucede en Relaciones Laborales (Ciencias del Trabajo, Recursos Humanos), Ciencias Políticas y de la Administración, Ciencias Económicas y Empresariales (Organización de Empresas, Finanzas, Economía), o Trabajo Social.

			Para cumplir este cometido los autores han realizado un esfuerzo intenso de síntesis y simplificación, ofreciendo un producto singular, caracterizado por su concreción, claridad y sencillez expositiva, todo ello de acuerdo con las pautas que reclama la implantación del Espacio Europeo de Educación Superior.

			Desde esa premisa, la selección de los temas incluidos en el manual persigue un doble objetivo:

			— Permitir una aproximación al estudio de los poderes públicos y del ordenamiento jurídico en general, ofreciendo unos contenidos que cubren la necesidad común de conocer cómo se articulan las estructuras organizativas públicas y cómo se vertebran las normas jurídicas, lo que representa gran utilidad a todos los profesionales que, en el ejercicio de sus correspondientes empleos, se relacionan frecuentemente con los poderes públicos y deben manejar disposiciones normativas.

			— Profundizar más detenidamente en el conocimiento de aquellas materias del Derecho Administrativo que representan mayor interés cualitativo desde el punto de vista práctico y profesional: acto administrativo, procedimiento, revisión...

			El enfoque metodológico del texto impreso pretende suministrar al lector una serie de elementos que faciliten la comprensión de los temas. Así, junto a las explicaciones de desarrollo se incluyen una serie de tablas, figuras y diagramas que contribuyen a captar los elementos esenciales de cada institución jurídica y a encuadrarla debidamente en su contexto. Además, es continuo el recurso al ejemplo como instrumento aclaratorio de la explicación, lo que permite percibir la aplicación práctica del Derecho. Una característica específica de esta obra es también la incorporación de un recuadro al inicio de cada tema en el que se concretan los objetivos que se pretenden alcanzar con su estudio; y de otro recuadro al final de cada tema en el que se contiene una síntesis de sus contenidos.

			El esfuerzo de síntesis ha sido, pues, extraordinario, acortándose significativamente la extensión de los temas, centrando la exposición en el Derecho básico o común, y vigente, obviando así prolijas referencias a normas anteriores y a las modificaciones de las normas vigentes. A pesar de ello, esta intervención o cura de adelgazamiento ha sido guiada siempre por la premisa de que la lectura no plantee lagunas o, dicho de otro modo, evitando que el texto acabe siendo tan telegráfico que finalmente resulte incomprensible.

			Esta décima edición, en línea con las dos inmediatamente anteriores, consolida el estudio de las Leyes 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y la 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, dado el enorme impacto generado en el Derecho Administrativo básico español.

			Sevilla-Cádiz-Huelva, mayo de 2023

			LOS AUTORES
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			En la URL http://ec.europa.eu/idabc/ se accede al portal del programa IDABC, que promueve la interoperabilidad entre administraciones, empresas (business) y ciudadanos, con información de utilidad en materia de Administración electrónica.

			3.4. COMUNIDADES AUTÓNOMAS (EN ELLOS SE ENCUENTRAN ENLACES AL RESTO DE ÓRGANOS E INSTITUCIONES DE LA CORRESPONDIENTE COMUNIDAD AUTÓNOMA Y A SUS DIARIOS OFICIALES)

			País Vasco: http://www.euskadi.net.

			Cataluña: http://www.gencat.net.

			Galicia: http://www.xunta.es.

			Andalucía: http://www.juntadeandalucia.es.

			Principado de Asturias: http://www.asturias.es.

			Cantabria: http://www.gobcantabria.es.

			La Rioja: http://www.larioja.org.

			Región de Murcia: http://www.carm.es.

			Comunidad Valenciana: http://www.gva.es.

			Aragón: http://portal.aragob.es.

			Castilla-La Mancha: http://www.jccm.es.

			Canarias: http://www.gobcan.es.

			Comunidad Foral de Navarra: http://www.navarra.es.

			Extremadura: http://www.juntaex.es.

			Illes Balears: http://www.caib.es.

			Comunidad de Madrid: http://www.madrid.org.

			Castilla y León: http://www.jcyl.es.

			3.5. ENTIDADES LOCALES

			En España existen más de 8.000 municipios, a lo que deben sumarse las diputaciones provinciales y los cabildos y consejos insulares. Es imposible ofrecer aquí enlaces a todas sus URLs. Por ello, remitimos a dos lugares donde se encuentran las relaciones completas de enlaces:

			http://www.060.es: En la pestaña «Guía del Estado», que figura en la parte superior de esta página, se accede primero a un árbol en el que aparecen diferentes tipos de instituciones; en el enlace «Entidades locales» que figura en dicha relación se accede a un directorio clasificado en diputaciones provinciales, ayuntamientos, consejos y cabildos insulares, y federaciones de municipios.

			http://www.femp.es: Portal de la Federación Española de Municipios y Provincias. En la parte superior dispone de una pestaña denominada «entidades locales», mediante la que se accede a un buscador que facilita los datos de contacto de la Entidad correspondiente, incluida su página web cuando dispone de ella.

			3.6. EMPRESAS, PARTICULARES Y ASOCIACIONES RELEVANTES DE CARÁCTER JURÍDICO

			http://www.aepda.es: Página web de la Asociación Española de Profesores de Derecho Administrativo: Sitio con abundantísima información jurídica general: legislación, jurisprudencia, enlaces a todos los boletines oficiales, a las instituciones públicas y colegios profesionales; formularios, foros, artículos doctrinales... Cuenta con páginas asociadas ordenadas por especialidades; en Derecho administrativo, http:www.derechoadministrativo.org.

			http://www.juridicas.com: Sitio especializado en ofrecer información general sobre todos los recursos jurídicos disponibles en Internet; cuenta con una interesante base de datos normativa con los textos consolidados de las disposiciones y ofrece la información más completa sobre enlaces de interés en materia jurídica disponibles en Internet (v. también http://www.noticias.juridicas.com). Según datos oficiales, es el portal jurídico con mayor número de accesos al mes.

			http://www.blogsdederecho.com: Página especializada en seleccionar los comentarios incluidos en blogs de carácter jurídico.

			http://asesores.com: Portal dedicado a la prestación de servicios en materia de relaciones laborales: asesoría laboral, fiscal, etc.

			http://constitucion.rediris.es/: Foro científico promovido por profesores de Derecho constitucional.

			http://derecho.com: Portal mantenido por una empresa que promueve servicios jurídicos por Internet; ofrece gratuitamente el acceso a una base de datos de legislación del Estado; también son accesibles contenidos previo pago (por ejemplo, formularios de actuaciones jurídico-administrativas).

			http://www.iustel.com: Portal promovido por más de seiscientos profesores de Derecho, en el que se contiene una extensa información acerca de todos los aspectos relacionados con disciplinas jurídicas, inclusive materiales docentes de asignaturas jurídicas; es preciso abonar una cuota para acceder a algunos de los servicios.

			http://www.derechopublico.org: Página que ofrece un amplio repertorio de disposiciones normativas, organizado por materias.

			http://vlex.com/: Portal con enlaces, foros, recursos jurídicos, noticias de actualidad jurídica, etc.

			http://www.todalaley.com: Portal concebido en tono pedagógico con gran cantidad de información y enlaces. Formularios de actuaciones en vía administrativa y contencioso-administrativa, legislación, etc.

			http://www.intercodex.com/enlaces.php: Buscador mantenido por una librería jurídica que incluye una completa relación de enlaces jurídicos de interés.

			http://www.espublico.com: Portal sostenido por una empresa privada que pretende ofrecer todos los recursos necesarios en relación con las Administraciones Públicas; especialmente dirigida a funcionarios; legislación, jurisprudencia, formularios, foros, actualidad, asesoramiento en línea. Exige suscripción.

			http://www.weblaboral.com/: Sitio especialmente ideado para profesionales de las relaciones laborales, con la información y documentación propia de su actividad: formularios de contratos de trabajo y de impresos del INEM, noticias de actualidad laboral, apuntes, doctrina, casos prácticos... Exige suscripción.

			http://www.injef.com: información jurídica, económica y fiscal.

		

	
		
			BLOQUE TEMÁTICO I

			BASES DEL SISTEMA DE PODERES PÚBLICOS

		

	
		
			TEMA 1

			TEORÍA DEL ESTADO Y DE LA DIVISIÓN DE PODERES

			
				
					
				
				
					
							
							Objetivos de este Tema

						
					

					
							
							—Conocer en qué consiste un Estado conforme a la teoría política: qué requisitos hay que reunir para apreciar la existencia de un Estado y cuáles son las principales instituciones —poderes—que lo componen, con especial referencia a las que aparecen en la Constitución española. Esto nos permitirá ir adentrándonos en la estructura de los poderes públicos existentes en nuestro sistema, para poder interpretar adecuadamente las actuaciones que cada uno de ellos lleva a cabo.

							—Es un tema de carácter esencialmente conceptual y de estudio memorístico.

						
					

				
			

			1. ORIGEN Y ELEMENTOS DEL CONCEPTO DE ESTADO

			El Estado como instrumento de dominación política es una creación de la Edad Moderna (COSCULLUELA), apareciendo a partir del siglo XVI. Supone el reconocimiento de la supremacía absoluta del monarca frente al fraccionamiento estamental que existía anteriormente, unificándose en la persona del rey un poder que previamente se encontraba diluido entre él mismo, la nobleza y el clero.

			El concepto de Estado y su realización efectiva se deben a la aportación de diversos pensadores europeos, entre los que podemos destacar algunos cuya influencia resultó determinante. Así, MAQUIAVELO, en El Príncipe, plantea una neta separación entre el poder político y el religioso, proclamando la primacía del primero sobre el segundo. Por su parte, Jean BODIN, en Los seis libros de la República, acuñó el concepto de soberanía, a la que definió como «el poder absoluto y perpetuo de una República». Y Thomas HOBBES, en su Leviathan, concibió al Estado como una organización social compleja y poderosa, que ejerce su primacía con el fin de ordenar la sociedad gobernada. La confluencia de todos estos elementos conduce a la proclamación de un poder político absoluto, encarnado por el Estado, a cuyo frente se sitúa el rey, y que se dirige al gobierno de la sociedad mediante una estructura diferenciada del poder religioso. Tales principios han evolucionado hasta hoy, enriqueciéndose con aportaciones sucesivas, aunque sus postulados siguen vigentes en lo esencial.

			Ahora bien, para la existencia de un Estado no basta sencillamente con estas proclamaciones teóricas. Según su definición más extendida, «el Estado es un ente social que se forma cuando, en un territorio determinado, se organiza jurídicamente un pueblo que se somete a la voluntad de un gobierno» (BISCARETTI DI RUFIA). En efecto, desde JELLINEK, la ciencia política reclama la concurrencia de los tres elementos siguientes para poder reconocer a un Estado:

			1. Territorio. El Estado proyecta su soberanía —su jurisdicción— sobre un determinado ámbito geográfico, delimitado por sus fronteras, en las que representa la máxima autoridad.

			2. Población o pueblo. Es el sustrato personal sobre el que el Estado ejerce su soberanía. Esta población o comunidad política asentada sobre un determinado territorio ha de tener conciencia de nación, aunque esta mera conciencia no le otorga el carácter de Estado, pues para ello se precisa la concurrencia de los otros dos elementos en examen. Cuando una comunidad política tiene conciencia de nación pero no dispone de Estado propio se le califica como nacionalidad. En consecuencia, existen Estados plurinacionales, integrados por una suma de nacionalidades: España es uno de ellos, como reconoce el art. 2 de la Constitución. Las reformas de algunos Estatutos de Autonomía en 2006 (Cataluña) y 2007 (Andalucía) han traído consigo un intenso debate sobre esta cuestión, al incorporar de uno u otro modo el término «nación» en referencia a las correspondientes Comunidades Autónomas (lo que no ha sucedido con las reformas de los Estatutos de la Comunidad Valenciana, Aragón, e Illes Balears); pero los textos aprobados no parecen alterar el orden de cosas preexistente. Así, el Preámbulo del Estatuto de Cataluña (cuya validez ha confirmado la STC 31/2010), afirma: «El Parlamento de Cataluña, recogiendo el sentimiento y la voluntad de la ciudadanía de Cataluña, ha definido de forma ampliamente mayoritaria a Cataluña como nación. La Constitución Española, en su artículo segundo, reconoce la realidad nacional de Cataluña como nacionalidad».

			3. Organización política independiente. Para adquirir la condición de Estado, la población que se asienta sobre un territorio debe disfrutar de una organización política independiente, que gobierne el Estado sin sujeción a ninguna otra autoridad superior, esto es, disfrutando de soberanía, o monopolio de la coacción física legítima: el Estado es soberano porque es un poder único dentro de sus fronteras y porque es un poder independiente en sus relaciones con los demás Estados (PÉREZ ROYO). Los fenómenos de integración de Estados en organizaciones supranacionales, como la Unión Europea, o en Federaciones de Estados —como sucede en los Estados federales: así, Alemania o Estados Unidos— se resuelven formalmente al ser el propio Estado quien voluntariamente acepta y reconoce la transferencia de algunas de sus competencias o poderes a una autoridad supranacional.

			2. LA DIVISIÓN DE PODERES: PLANTEAMIENTO INICIAL Y EVOLUCIÓN

			A finales del siglo XVIII tuvieron lugar una serie de revoluciones constitucionalistas que pretendían modificar la arquitectura del poder, privando al rey de la titularidad de la soberanía nacional para reconocérsela al pueblo, y edificando una estructura compleja de las organizaciones públicas que evitara el ejercicio absoluto de la autoridad por una sola institución.

			FIGURA 1.1

			Estructura de los poderes
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			A este fin resultaron esenciales las aportaciones de HOBBES, quien fundó la teoría del absolutismo del príncipe en la afirmación de que la masa de ciudadanos transfería al rey la potestad que se encontraba originariamente en ella. Posteriormente Jean-Jacques ROUSSEAU readaptó estos planteamientos ideando la teoría del contrato social. En su percepción, la comunidad política considera necesaria la existencia de una autoridad superior, con poderes coactivos, que vele por el interés de todos, para garantizar la paz, la seguridad y el bien común. Esa comunidad, que es la verdadera titular del poder —principio de soberanía nacional— suscribe un pacto tácito, calificado como contrato social, en cuya virtud delega su poder en unas organizaciones públicas, a las que confía su ejercicio para la consecución de los fines anteriormente citados. El art. 1.2 de la Constitución, reflejo vivo de ese planteamiento, declara que «La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado».

			Resulta igualmente importante la teoría de la división de poderes. Inicialmente fue concebida por ARISTÓTELES como una mera clasificación de funciones, pero ya en POLIBIO y en MARSILIO DE PADUA adquiere una vertiente política, al objeto de separar en órganos distintos la función legislativa de la ejecutiva y limitar así los poderes del rey. John LOCKE insiste en este mismo planteamiento un poco más tarde, y de su fuente se inspira MONTESQUIEU, adaptando el principio a los términos en que hoy lo conocemos: sugiere la instauración de tres poderes en el Estado, el legislativo, el ejecutivo y el judicial, cada uno de los cuales tendría encomendada una función distinta que desempeñaría de manera independiente de los demás. El primero, dictar normas jurídicas; el segundo, ocuparse de su aplicación; el tercero, controlar y supervisar el respeto de las leyes y de su aplicación. Se trata de evitar la acumulación del poder en una sola institución, de tal manera que sus diferentes titulares actúen como frenos y contrapesos recíprocos (CARRÉ DE MALBERG).

			Estos postulados siguen vigentes a día de hoy, pero la separación de poderes inicial se ha visto potenciada mediante la creación de otros órganos adicionales —el Defensor del Pueblo, el Tribunal Constitucional, etc.—, con cuyo alumbramiento se persigue el mismo fin: fragmentar el poder público y someterlo a un número cada vez mayor de controles y contrapesos. Todos los poderes y órganos constitucionales gozan de independencia para el desempeño de las funciones que la Constitución les encomienda.

			2.1. EL PODER LEGISLATIVO: LAS CORTES GENERALES

			Las Cortes Generales, reguladas en el Título III de la Constitución, están compuestas por dos cámaras: el Congreso de los Diputados —o cámara baja— y el Senado —o cámara alta—. Como reconoce expresamente el art. 66.2 CE, actualmente las Cortes Generales no se limitan a ejercer la función legislativa, pues además controlan la acción del Gobierno y aprueban los presupuestos generales del Estado. En las democracias contemporáneas esta función de control político del Gobierno que ejercen las Cortes Generales constituye una pieza esencial del entramado institucional.

			Los diputados y senadores son elegidos por sufragio universal, libre, directo y secreto, en unas elecciones generales que se celebran periódicamente —normalmente, cada cuatro años—, y cuya demarcación es la Provincia. Como garantía de independencia, el art. 71 de la Constitución proclama que los diputados y senadores gozarán de inviolabilidad por las opiniones que expresen en ejercicio de sus funciones, así como que sólo podrán ser inculpados y procesados penalmente durante su mandato previa autorización de la cámara respectiva.

			El Congreso está integrado por 350 diputados. Cada provincia elige a un número variable de ellos, según su población, y las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla eligen a un diputado cada una. El Congreso es la cámara en la que se manifiesta con mayor intensidad el ejercicio por las Cortes de funciones distintas de la legislativa, y en particular la de control político del Gobierno, quien responde solidariamente de su gestión ante el Congreso —art. 108 CE—. Además, es el Congreso quien elige al presidente del Gobierno, a propuesta del Rey —art. 99 CE—; también puede someterle a una moción de censura —art. 113 CE—, en cuyo caso queda investido presidente el candidato alternativo que lidere la moción. Por otra parte, aunque las dos cámaras pueden reclamar la presencia de los miembros del Gobierno y formularles preguntas —conocidas como interpelaciones—, ante el Congreso de los Diputados tiene lugar, en principio, semanalmente una «sesión de control», específicamente dirigida a plantear a los miembros del Gobierno interpelaciones sobre temas de sus diferentes departamentos.

			El Senado está concebido por la Constitución como cámara de representación territorial —art. 69—. Este perfil sólo se manifiesta en el mecanismo de designación de los senadores: a) cada Provincia elige a cuatro senadores, con independencia de su población; b) cada isla elige a uno, salvo Gran Canaria, Mallorca y Tenerife, que eligen tres cada una, e Ibiza y Formentera, que eligen uno entre las dos; c) las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla eligen un senador cada una; y d) cada Comunidad Autónoma designa a un senador, y a otro más por cada millón de habitantes. Aunque como hemos visto, el Senado también ejerce cierto control político, su principal función es la legislativa, participando en el procedimiento de elaboración de las leyes conforme se verá en el Tema 4.

			Desde la promulgación de la Constitución se cuestiona la estructura del Senado y sus funciones, y se pretende potenciar su carácter territorial convirtiéndolo en una instancia de representación de las Comunidades Autónomas —así sucede en otros sistemas políticos, como el alemán—, de manera que pueda convertirse en un foro de expresión de sus inquietudes y en un cauce de participación de las Comunidades Autónomas en los procesos legislativos que acometa el Estado. Por el momento, el único avance que se ha experimentado en este sentido es la celebración de unas sesiones monográficas, una vez al año, sobre el Estado de las Autonomías, en las que participan los presidentes de todas las Comunidades Autónomas.

			2.2. EL PODER JUDICIAL

			2.2.1. Los tribunales ordinarios

			El sistema judicial español está caracterizado por dos notas principales: una estructura piramidal, y una especialización de los jueces y tribunales según la materia de la que cada uno de ellos ha de pronunciarse.

			Conforme a la organización piramidal de los órganos judiciales, los tribunales españoles se ordenan en una escala en cuya cúspide se sitúa el Tribunal Supremo, que es el máximo órgano judicial ordinario, siendo su jurisprudencia prevalente frente a la de los demás órganos judiciales. Existen otros muchos órganos judiciales que también dictan sentencia, y cuyas decisiones son recurribles frente a otros órganos judiciales, hasta llegar al Tribunal Supremo; no obstante, para no saturar a los tribunales con un volumen excesivo de asuntos, existen límites a la posibilidad de recurrir, quedando reservado el acceso a las instancias sucesivas para los asuntos más importantes —según la cuantía del recurso o la materia sobre la que verse el litigio—. La Figura 1.2 muestra la escala de recurso de los órganos judiciales más relevantes: Tribunal Supremo, Audiencia Nacional y Tribunales Superiores de Justicia, Audiencias Provinciales y Juzgados. Interesa notar que existe un Tribunal Superior de Justicia en cada Comunidad Autónoma, y que esa instancia es la máxima cuando el tema objeto de litigio verse exclusivamente sobre el propio Derecho autonómico.

			Por otra parte, los jueces y tribunales no conocen simultáneamente de todo tipo de asuntos, sino que se encuentran especializados por razón de la materia. El ordenamiento jurídico es muy extenso, y se ha considerado conveniente acotar la materia de la que conoce cada juez o tribunal, de manera que los jueces y magistrados puedan profundizar más intensamente en los conocimientos necesarios para resolver el concreto tipo de asuntos para el que son competentes y pronunciarse ante cada problema con mayor cualificación técnica. Por ello, aunque la jurisdicción del Estado es única, existen cinco órdenes jurisdiccionales o campos jurídicos diferentes de los que conocen los tribunales —art. 117.5 CE, y arts. 3 y 9 de la Ley Orgánica del Poder Judicial—. A grandes rasgos, el ámbito material de cada uno de ellos viene aproximadamente a coincidir con el de algunas áreas de conocimiento jurídicas: el orden civil es el relativo al Derecho civil y al Derecho mercantil: contratos entre particulares, relaciones de familia; el orden penal es el relativo al área de esa misma denominación: imposición de penas frente a delitos y faltas recogidos en el Código penal; el orden contencioso-administrativo es relativo a las áreas de Derecho administrativo y de Derecho fiscal: organización de las Administraciones Públicas y relaciones que entablan con los particulares; el orden social, de gran relevancia para los profesionales de las relaciones laborales, es el relativo al Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social; y el orden militar es relativo al régimen disciplinario de las Fuerzas Armadas. Existen, no obstante, ajustes puntuales sobre esa acotación genérica, que por su detalle no son del caso exponer.

			FIGURA 1.2

			Jurisdicción ordinaria
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			Ambos criterios de organización se entrecruzan. Así, en el Tribunal Supremo existen cinco salas: la Primera, o de lo Civil; la Segunda, o de lo Penal; la Tercera, o de lo Contencioso-administrativo; la Cuarta, o de lo Social; y la Quinta, o de lo Militar. En la base de la pirámide existen Juzgados de primera instancia e instrucción, de lo penal, de lo contencioso-administrativo y de lo social, entre otros. En el orden civil, de gran amplitud material, existen además otros Juzgados específicos, como los de familia o los de lo mercantil.

			Este sistema de organización está considerado mayoritariamente como el mejor de los posibles, puesto que integra a todos los jueces y tribunales en una misma organización, posibilitando su gobierno único, pero al mismo tiempo promueve la especialización y la cualificación técnica de cada juez o magistrado, acotándole una concreta parcela del ordenamiento jurídico sobre la que pronunciarse, lo que mejora su cualificación técnica y la calidad de sus resoluciones.

			2.2.2. El órgano de gobierno del poder judicial

			El art. 122 de la Constitución establece la existencia de un órgano de gobierno del poder judicial, denominado Consejo General del Poder Judicial. Es competente para realizar los nombramientos de los jueces y magistrados que ocupan cada Juzgado o Tribunal, para establecer los ascensos en la carrera judicial y para ejercer el régimen disciplinario sobre los mismos. La existencia de este órgano, que no está sujeto a ninguna otra autoridad del Estado, pretende garantizar la independencia e inamovilidad del poder judicial, evitándose así el peligro de que el poder político pretenda promover el apartamiento de la carrera judicial de alguno de sus efectivos por razones ajenas a las estrictamente profesionales, aunque dicho órgano no es expresión de una especie de autogobierno de los jueces —STC 108/1986—.

			Conforme al art. 122.3 CE, el Consejo General del Poder Judicial está integrado por el presidente del Tribunal Supremo, que lo preside, y por veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. La designación tiene lugar del siguiente modo:

			— Cuatro a propuesta del Congreso de los Diputados y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos por mayoría de tres quintos de sus miembros, entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida competencia y con más de quince años de ejercicio en su profesión.

			— Doce entre jueces y magistrados de todas las categorías judiciales, que son designados asimismo por el Congreso y el Senado —seis cada uno—, de entre una lista de candidatos propuestos por los propios jueces y magistrados mediante un complejo sistema de representación proporcional.

			Ahora bien, este órgano de gobierno no se ocupa de la dotación de infraestructuras a los órganos judiciales —lo que conocemos como Administración de Justicia: personal subalterno, dotación de edificios, de material informático, etc.—, por tratarse ésta de una competencia que corresponde a la Administración «civil». Actualmente la competencia en cuestión es compartida entre la Administración del Estado —Ministerio de Justicia— y las Comunidades Autónomas.

			2.3. EL PODER EJECUTIVO: DISTINCIÓN ENTRE GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN

			La forma política del Estado español es la monarquía parlamentaria —art. 1.3 CE—, es decir, que se dividen entre dos órganos distintos las funciones políticas de Jefe del Estado —que recaen sobre la Corona— y de Gobierno propiamente dicho.

			Dejando para más tarde el estudio de la Corona, por tratarse actualmente de una institución separada del poder ejecutivo propiamente dicho, el Gobierno es un órgano constitucional que dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa del Estado, ejerciendo la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes —art. 97 CE—. Estas atribuciones son heterogéneas, y determinan la confluencia, en un mismo órgano, de dos funciones diferentes, aunque ambas enmarcadas en el poder ejecutivo (JELLINEK, CARRÉ DE MALBERG):

			a) Funciones políticas del Gobierno, en las que este órgano actúa como interlocutor de otros poderes del Estado y como instancia de impulso gubernativo. Los actos que dicta se califican como actos políticos, y quedan sujetos a un control judicial muy limitado —art. 2 LJCA—, siendo principalmente objeto de control político por parte del Congreso —art. 108 CE—, como ya hemos visto. En este ámbito se enmarcan decisiones como el nombramiento de algunos altos funcionarios —por ejemplo, del Fiscal General del Estado—, las relaciones diplomáticas con países terceros —nombramiento, retirada de embajadores— y otras iniciativas políticas.

			b) Funciones administrativas del Gobierno: el Gobierno se erige en el máximo órgano de la Administración, esto es, del más amplio aparato organizativo del Estado. En el Tema 3 dedicaremos especial atención a las características de la Administración Pública, cuya actuación aparece presidida por el art. 103 CE, en cuya virtud se encuadran sus funciones: «La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho». Quiere decirse que la Administración es un gran compuesto de órganos, de carácter burocrático, con los que se pretende atender el interés general. Estos órganos se vertebran jerárquicamente en una estructura piramidal cuya cúspide ocupa el Gobierno, y todos los elementos que la componen actúan, por una parte, sometidos a la Ley, y por otra, a un control judicial pleno.

			En el Tema 7 se estudia pormenorizadamente el Gobierno, su composición y su entorno más inmediato.

			3. LA CORONA O JEFATURA DEL ESTADO

			En los comienzos del Estado de Derecho, la Corona era uno de los componentes del poder ejecutivo. Pero desde el punto de vista racional este dualismo no tenía razón de ser, siendo consecuencia de la inercia histórica (PÉREZ ROYO). Posteriormente los sistemas políticos democráticos han evolucionado hasta un punto en que se distinguen netamente el Gobierno y la Jefatura del Estado. En las repúblicas, la Jefatura del Estado es ocupada por el Presidente, quien es elegido mediante procesos electorales directos o por designación del órgano parlamentario con mayorías cualificadas. Ello no obstante, algunos sistemas políticos —como el norteamericano— refunden la Jefatura del Estado y la Presidencia del Gobierno en un mismo órgano, cuyo titular ejerce ambas funciones simultáneamente. En España, donde la forma política definida por la Constitución es la monarquía parlamentaria —art. 1.3—, la Jefatura del Estado corresponde a la Corona.

			FIGURA 1.3
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			La Corona se encuentra regulada en el Título II CE. La ostenta el Rey, que se erige en símbolo de la unidad del Estado —art. 56.1 CE—, arbitrando y moderando el funcionamiento regular de las instituciones, asumiendo la más alta representación del Estado en las relaciones internacionales y ejerciendo las funciones que le atribuyen la Constitución y las leyes. En cuanto a esto último, las principales funciones del Rey son —art. 62 CE—: a) Sancionar y promulgar leyes. b) Convocar y disolver las Cortes Generales y convocar elecciones en los términos previstos en la Constitución. c) Convocar a referéndum en los casos previstos en la Constitución. d) Proponer el candidato a Presidente del Gobierno y, en su caso, nombrarlo, así como poner fin a sus funciones en los términos previstos en la Constitución. e) Nombrar y separar a los miembros del Gobierno, a propuesta de su Presidente. f) Expedir los decretos acordados en el Consejo de Ministros, conferir los empleos civiles y militares y conceder honores y distinciones con arreglo a las leyes. g) Ser informado de los asuntos de Estado y presidir, a estos efectos, las sesiones del Consejo de Ministros, cuando lo estime oportuno, a petición del Presidente del Gobierno. h) El mando supremo de las Fuerzas Armadas. i) Ejercer el derecho de gracia con arreglo a la Ley, que no podrá autorizar indultos generales. j) El Alto Patronazgo de las Reales Academias.

			Este repertorio de funciones es heterogéneo, pues en algunos casos representa el ejercicio de una tarea puramente formal, carente de trasfondo político o discrecional —como la promulgación de las leyes—, y en otros casos supone el ejercicio de un poder político indudable —como la determinación del candidato a Presidente del Gobierno—. Ahora bien, la utilización de los poderes constitucionales de la Corona depende de factores políticos que condicionan su alcance real, siendo preciso interpretarla de acuerdo con factores contextuales y con la consideración de otros preceptos, constitucionales y legales, que limitan su relieve (SATRÚSTEGUI). Por ejemplo, la existencia de una amplia mayoría parlamentaria en beneficio de un determinado grupo político reduce de manera natural el elenco posible de candidatos a Presidente del Gobierno que el Rey puede proponer legítimamente al Congreso; en cambio, cuando el resultado electoral permite el juego de diferentes mayorías en función de los pactos que suscriban las fuerzas políticas contendientes, la determinación por el Rey del candidato a Presidente del Gobierno es una elección delicada y portadora de un componente político considerable.

			En junio de 2014 tuvo lugar el primer cambio en la Jefatura del Estado de nuestra historia democrática constitucional. La abdicación de Juan Carlos I y la proclamación de Felipe VI han puesto de manifiesto la necesidad de regular con mayor detalle los aspectos relativos al funcionamiento de la Corona. Este hecho se interpretó por otra parte, como una ocasión propicia para afrontar reformas estructurales de nuestro sistema político, especialmente las relativas a la organización territorial (el Estado autonómico), dando igualmente lugar a un debate sobre la propia forma de Estado, esto es, la Monarquía parlamentaria.

			Conforme al art. 56.3 CE, la persona del Rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad. La legitimidad de esta determinación se salva por el hecho de que los actos del Rey habrán de ser refrendados por el Presidente del Gobierno, por los ministros, o por el Presidente del Congreso, según los casos. En tales circunstancias, se concilian los intereses en conflicto: de un lado, la necesidad de preservar la inviolabilidad del Jefe del Estado, y de otro, la de conferir a sus actos un trasfondo democrático que refuerce su legitimidad. Tras su abdicación, Juan Carlos I mantiene la inviolabilidad en lo que respecta al ejercicio de la Jefatura del Estado, y además ha supuesto su aforamiento en el resto de causas procesales que le puedan afectar, lo cual no impide que sea demandado o procesado en asuntos relativos a su esfera privada, tan sólo supone que la competencia judicial para juzgarlo corresponde únicamente al Tribunal Supremo.

			4. EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

			4.1. NATURALEZA Y FUNCIONES

			El Tribunal Constitucional es un órgano jurisdiccional separado de los tribunales ordinarios y del Consejo General del Poder Judicial, que desempeña una serie de tareas relacionadas con la interpretación y aplicación de la Constitución, de la que es intérprete supremo —art. 1 LOTC—. Fue ideado por KELSEN como un modo de garantizar la primacía de la Constitución.

			Sus principales funciones son las siguientes —arts. 161 y 163 CE—:

			A) Controla la constitucionalidad —la adecuación a la Constitución— de las normas con fuerza de ley. Nuestro Tribunal Constitucional es exponente del modelo concentrado de control de la constitucionalidad de las leyes, pues dispone del monopolio de su declaración de inconstitucionalidad, a diferencia de lo que sucede en otros sistemas, como el británico y el norteamericano, en el que tiene lugar un control difuso de la constitucionalidad que corresponde a órganos jurisdiccionales ordinarios. Esta función del Tribunal Constitucional se ejerce mediante dos procedimientos distintos:

			1) Mediante el recurso de inconstitucionalidad, que puede ser interpuesto por el Presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo, cincuenta diputados, cincuenta senadores, los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas y por sus Asambleas legislativas —Parlamentos autonómicos—, cuando consideren que una norma con fuerza de ley infringe la Constitución.

			2) Mediante la cuestión de inconstitucionalidad —art. 163 CE—: cuando un órgano judicial considere, en algún proceso, que una norma con rango de ley, aplicable al caso, de cuya validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la Constitución, planteará la cuestión ante el Tribunal Constitucional; este último se pronunciará sobre la cuestión y dictará una sentencia vinculante para el juez que la planteó y que goza además de efectos generales.

			B) Protege los derechos fundamentales en sentido estricto —arts. 14 a 29 y 30.2 CE— mediante un recurso llamado «de amparo». Cuando un ciudadano entienda que le ha sido conculcado un derecho fundamental puede interponer, como ya sabemos, un recurso judicial, preferente y sumario, ante los tribunales ordinarios, demandando la reintegración de su derecho. Si se agotan las instancias judiciales ordinarias sin resolución favorable al recurrente, éste puede interponer el recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional, que constituye por tanto un mecanismo extremo y cualificado de protección de los derechos fundamentales. El Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal también pueden interponer el recurso de amparo.

			C) Resuelve los conflictos de competencia que puedan enfrentar a altas instituciones:

			1) Conflictos entre el Estado y las Comunidades Autónomas o de éstas entre sí —arts. 60 ss. LOTC—, por vulneración del reparto de competencias articulado por el «bloque de la constitucionalidad» —Constitución y Estatutos de Autonomía—. Con ocasión de estos conflictos de competencia también puede pronunciarse sobre la inconstitucionalidad de una norma autonómica o estatal.

			2) Conflictos en defensa de la autonomía local —arts. 75 bis ss. LOTC—, que pueden ser promovidos por municipios y provincias frente a normas con rango de ley, del Estado o de las Comunidades Autónomas, que lesionen su autonomía constitucionalmente garantizada.

			3) Conflictos entre el Gobierno y el Congreso de los Diputados, el Senado o el Consejo General del Poder Judicial, o de cualquiera de estos órganos entre sí —arts. 73 ss. LOTC—.

			4.2. COMPOSICIÓN

			Según el art. 159 CE, el Tribunal Constitucional se compone de doce miembros, nombrados entre magistrados y fiscales, profesores de Universidad, funcionarios públicos y abogados, todos ellos juristas de reconocida competencia con más de quince años de ejercicio profesional, del siguiente modo:

			— Cuatro, a propuesta del Congreso por mayoría de tres quintos de sus miembros.

			— Cuatro, a propuesta del Senado, con idéntica mayoría.

			— Dos, a propuesta del Gobierno.

			— Dos, a propuesta del Consejo General del Poder Judicial.

			Los miembros del Tribunal Constitucional gozan de independencia e inamovilidad para el ejercicio de sus funciones, que además son incompatibles con todo mandato representativo, con los cargos políticos o administrativos, con el desempeño de funciones directivas en un partido político o en un sindicato y con el empleo al servicio de los mismos, con el ejercicio de las carreras judicial y fiscal, y con cualquier actividad profesional o mercantil.

			5. EL DEFENSOR DEL PUEBLO

			El Defensor del Pueblo —art. 54 CE— es el alto comisionado de las Cortes Generales para la defensa de los derechos fundamentales de los ciudadanos. En este sentido, supervisa la actuación de la Administración, analizando el respeto de tales derechos, y puede atender las quejas que le dirijan los ciudadanos.

			La institución del Defensor del Pueblo se originó en Suecia en 1809, con el nombre de Ombudsman —representante o procurador de los hombres—, extendiéndose rápidamente a todo el constitucionalismo europeo; no obstante, en muchos países existen antecedentes de figuras similares, como sucede en España con el Justicia de Aragón, que data del siglo XII y es considerado el primer precedente de este tipo de instituciones en todo el mundo. Su régimen jurídico viene dispuesto por la Ley Orgánica 3/1981, del Defensor del Pueblo.

			El Defensor del Pueblo es designado por las Cortes Generales —mayoría de 3/5 en cada cámara— para un mandato de cinco años. No está sujeto a mandato imperativo alguno, no recibe instrucciones de ninguna autoridad, desempeña sus funciones con autonomía y goza de inviolabilidad e inmunidad durante su permanencia en el cargo. Para asegurar su imparcialidad e independencia esta función es incompatible con cualquier otra, sea por elección o por designación. Tampoco puede estar al servicio de la Administración Pública, ni afiliado a partidos políticos, sindicatos o asociaciones, ni ejercer ninguna otra actividad laboral, mercantil o profesional

			El principal mecanismo de ejercicio de su función es mediante la tramitación de las quejas que le puede dirigir cualquier persona: tanto los nacionales españoles como los extranjeros, los menores de edad, los reclusos internados en centros penitenciarios, o los sujetos incapacitados. No pueden tramitarse quejas sobre asuntos pendientes de resolución judicial, ni las que se presenten un año después de que el afectado conociera los hechos que dan lugar a la queja. Su intervención es la propia de un conciliador, con la que no se pretende dictar una resolución conforme a Derecho, sino hacer prevalecer la justicia material y el respeto por la Administración de los derechos fundamentales. La tramitación del procedimiento de queja es confidencial, y todas las autoridades tienen el deber de colaborar en ella. Si el resultado de sus inspecciones o investigaciones lo aconseja, el Defensor del Pueblo puede sugerir o recomendar la adopción de medidas concretas o la rectificación de los criterios empleados por la Administración en la resolución de determinados asuntos e incluso proponer la modificación de las normas que regulen una determinada materia.

			El Defensor del Pueblo está legitimado para interponer recursos de inconstitucionalidad y de amparo ante el Tribunal Constitucional, de acuerdo con lo dispuesto en la Constitución y en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. Una vez al año presenta un informe de sus actividades a las Cortes Generales, que es posteriormente objeto de publicación en el Boletín Oficial del Estado para su general conocimiento.

			6. OTROS ÓRGANOS CONSTITUCIONALES

			El Tribunal de Cuentas —art. 136 CE— es un órgano de control, que fiscaliza las cuentas y la gestión económica de todo el sector público. Depende de las Cortes Generales, ante las que presenta un informe una vez al año, exponiendo las infracciones o responsabilidades en que se hubiera incurrido con ocasión de la gestión del dinero público. Su regulación marco se recoge en la Ley Orgánica 2/1982, del Tribunal de Cuentas.

			El Consejo Económico y Social —art. 131.2 CE— es un órgano consultivo del Gobierno en materia socio-económica y laboral. En él tienen representación sindicatos, empresarios, organizaciones de agricultores y del sector pesquero, así como expertos en materia socio-laboral. Le corresponde emitir un dictamen cuando el Gobierno pretenda aprobar normas —leyes o reglamentos— en materia socio-económica, así como realizar estudios e informes en ese mismo campo. Su ordenación jurídica está regulada en la Ley 21/1991, de creación del Consejo Económico y Social.

			El Consejo de Estado —art. 107— es el supremo órgano consultivo del Gobierno, aunque actúa con autonomía orgánica y funcional para el desempeño de esta función, sin integrarse formalmente en la Administración Pública. El Consejo de Estado participa en el proceso normativo, informando las disposiciones antes de su aprobación, y también debe ser consultado en algunos procedimientos específicos —anulación de actos, responsabilidad patrimonial, etc.—. Su regulación de cabecera se encuentra en la Ley Orgánica 3/1980, del Consejo de Estado. El estudio pormenorizado de este órgano tiene lugar en el Tema 7, apartado 4.

			
				
					
				
				
					
							
							Síntesis de este Tema

						
					

					
							
							El Estado es una forma de dominación política que surge en el siglo XVI y se compone de tres elementos: territorio, población (con conciencia de nación) y organización política independiente.

							A partir del siglo XVIII, como consecuencia de las revoluciones constitucionalistas, el Estado se estructura en diferentes poderes que actúan como contrapesos: inicialmente, legislativo, ejecutivo y judicial; a esos tres poderes iniciales se han añadido posteriormente otras instituciones adicionales para repartir y controlar más aún el ejercicio del poder.

							Las Cortes Generales (poder legislativo) se componen de dos cámaras: Congreso de los Diputados y Senado, cuyos miembros son elegidos democráticamente. Ambas participan en el proceso legislativo, pero el Congreso, además, desempeña importantes tareas políticas: designación del Presidente del Gobierno, control del Gobierno, etc.

							El poder judicial se ejerce por jueces independientes e inamovibles, cuya actividad se distribuye por razón de la materia para mejorar su especialidad: órganos judiciales civiles, mercantiles, penales, contencioso-administrativos, laborales... Los jueces tienen un órgano independiente de gobierno denominado Consejo General del Poder Judicial.

							A la jurisdicción tradicional se le añadió posteriormente el Tribunal Constitucional, encargado de controlar la constitucionalidad de las leyes, proteger en vía de amparo los derechos fundamentales, y preservar el reparto de competencias entre el Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales.

							En el poder ejecutivo distinguimos entre el Gobierno en sentido estricto y la Administración: esta última es un gran compuesto de órganos, integrado por personas independientes (empleados públicos) que se someten a las directrices políticas del Gobierno.

							Otras instituciones relevantes de nuestro sistema político son la Corona (o Jefatura del Estado), el Defensor del Pueblo, el Consejo Económico y Social, el Consejo de Estado y el Tribunal de Cuentas.
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			TEMA 2

			CONCEPTO Y CARACTERES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA Y DEL DERECHO ADMINISTRATIVO

			
				
					
				
				
					
							
							Objetivos de este Tema

						
					

					
							
							—Saber qué es la Administración Pública en cuanto que institución, y cuáles son sus notas características, sin llegar a identificar los diferentes tipos de Administraciones que existen (esto último se llevará a cabo en los Temas 6 a 10, Bloque Temático 3).

							—Comprender los rasgos del Derecho administrativo y su estructura, para ser capaces de manejar apropiadamente el amplio conjunto de normas que lo componen.

							— Se trata de un tema esencialmente conceptual cuyo principal medio de estudio es memorístico.

						
					

				
			

			1. CONCEPTOS DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

			Ninguna norma recoge un concepto de la Administración Pública, sólo regulan definiciones de lo que se entiende por Administración Pública a efectos de aplicación de cada ley específica (LPAC y LRJSP, Ley de Contratos del Sector Público, Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa...). Esto convierte la cuestión en un asunto de carácter doctrinal y no exento de dificultades, debido a la extraordinaria variedad de Administraciones Públicas y a la diversidad de sus fines. Por ello, se han sucedido diferentes intentos de delimitación conceptual de la Administración.

			Sin otro afán que el meramente descriptivo, podemos definir a la Administración Pública como una organización social dotada de personalidad jurídica y de poder público con la finalidad institucional de servir al interés general, sometiéndose plenamente al Derecho y al control judicial.

			Sin perjuicio de lo anterior, debe señalarse que las Leyes 39/2015 y 40/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y Régimen Jurídico del Sector Público, respectivamente, introducen con carácter general y básico el término de sector público, con el objetivo de establecer un concepto inclusivo no sólo de las Administraciones de carácter territorial (Estado, Comunidades Autónomas, y Entidades Locales), sino, también, del llamado sector público institucional. De esta forma, en los términos del art. 2.2 de ambas normas, se amplía el ámbito subjetivo de aplicación de las Leyes, no sólo a los organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de las Administraciones Públicas, sino también a «las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las Administraciones Públicas que quedarán sujetas a lo dispuesto en las normas de esta Ley que específicamente se refieran a las mismas, […] y, en todo caso, cuando ejerzan potestades administrativas» [letra b)], así como a las Universidades Públicas [letra c)].

			Una previsión como la expuesta abre la puerta, en la actualidad, a considerar, junto a la Administración Pública en sentido estricto (identificada con el sector público de carácter territorial y las organizaciones que integran el sector público de carácter institucional que gozan de personalidad de derecho público), al resto del sector público administrativo (entidades vinculadas o dependientes de las Administraciones Públicas), y a plantear una concepción en cierto sentido más amplia del Derecho administrativo, en la medida en que éste no sólo es aplicable a la Administración Pública, sino también allí donde se ejerzan potestades administrativas, cualquiera que sea el sujeto que las ejercite (GAMERO CASADO).

			2. NOTAS CARACTERÍSTICAS DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

			Con arreglo a la definición anterior podemos observar la existencia de una serie de rasgos característicos de la Administración Pública. Ya hemos analizado alguno de ellos con ocasión del estudio del Estado de Derecho: la sujeción de la Administración al Derecho y al control judicial, que son dos rasgos característicos de primera importancia. Ahora analizamos los restantes elementos de la definición, que se completan con algunos rasgos característicos añadidos que contribuyen a comprender mejor el encuadre de la Administración Pública en nuestro sistema político.

			2.1. PERSECUCIÓN DEL INTERÉS GENERAL. LA DESVIACIÓN DE PODER

			2.1.1. Qué es el interés general

			El art. 103 CE declara que: «La Administración sirve con objetividad los intereses generales». Quiere decirse que la Administración ha sido creada precisamente a ese objeto, y por ello es usual afirmar que se trata de una organización vicaria (VILLAR PALASÍ), esto es, servicial, que no persigue fines propios, sino supeditados en todo caso a la satisfacción del interés general.

			No obstante, la concreta determinación de lo que sea en cada supuesto o ámbito de actuación el interés general que debe perseguir la Administración puede parecer una tarea imposible. En efecto, la noción de interés general es inherente a la colectividad, a la mera existencia de un grupo organizado, y por ello es muy vasta y heterogénea. De hecho, existen entidades privadas que contribuyen a la tarea de velar por el interés general, como las fundaciones o las asociaciones de interés público. Pero el interés público que debe atender la Administración no se identifica con el interés de determinados grupos u organizaciones sociales.

			¿Cómo se determinan los intereses generales que la Administración debe cuidarse de satisfacer? Mediante el principio de legalidad: cuando el legislador dicta una norma, y apodera a la Administración con la correspondiente facultad de actuación, lo hace porque en ese campo existe un interés general que debe ser atendido, y permite a la Administración actuar para satisfacerlo. Por ejemplo, la potestad sancionadora se reconoce a la Administración porque hay conductas contrarias al interés general que merecen una sanción. Cuando el legislador crea una infracción y permite a la Administración sancionar por la comisión de esa conducta, está calificando la misma como contraria al interés general e instando a la Administración a que la reprima oportunamente.

			El hecho de que sea el legislador quien determine los intereses generales que concretamente debe atender la Administración provoca que su alcance varíe con el tiempo. Esto permite el juego de las diferentes opciones políticas en la determinación de los concretos fines que debe perseguir la Administración. Por ejemplo, la mayoría parlamentaria de un determinado sesgo político puede potenciar los fines sociales a atender por la Administración —incrementando las pensiones y ayudas familiares, la protección en caso de desempleo...—, y otras mayorías parlamentarias diferentes pueden potenciar otros fines distintos, como los de carácter industrial o mercantil —reconociendo desgravaciones fiscales a empresas, concediendo ayudas a la instalación de nuevas industrias...—. La Administración actuará vicarialmente, servicialmente, objetivamente, para atender los concretos fines fijados en cada caso por la correspondiente directriz política. La Administración hace realidad el interés general señalado por el legislador llevando a cabo actuaciones concretas: dictando actos de ejecución, firmando contratos, celebrando convenios, imponiendo sanciones, etc.

			2.1.2. La desviación de poder

			En la actuación de la Administración tiene que haber una total correspondencia entre el fin perseguido por el legislador y el que la Administración pretenda satisfacer. El abandono o separación de ese fin comporta un vicio denominado desviación de poder, que hace inválida la actuación administrativa —y ésta puede anularse mediante el oportuno recurso—. En efecto, se produce desviación de poder cuando la Administración se aparta del interés general previsto por la norma para satisfacer otro interés distinto. «Se entiende por desviación de poder el ejercicio de potestades administrativas para fines distintos de los fijados por el ordenamiento jurídico» —art. 70 LJCA—. Esta infracción supone un motivo de anulación del acto —art. 48.1 LPAC—. Conforme a la Constitución —art. 106.2— «los tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, así como el sometimiento de ésta a los fines que la justifican», por lo que controlan la desviación de poder. La desviación de poder puede ser de dos tipos:

			— Desviación de poder privada. Es la más común y evidente: mediante el ejercicio de la potestad administrativa se pretende alcanzar un fin privado, un beneficio particular, que puede derivarse tanto en favor de quien ejerce la potestad, como de un tercero. Como ejemplo del primer caso, podemos citar la apropiación indebida de fondos reservados por parte de quien los administra. Como ejemplos del segundo, la entrega de esos mismos fondos a terceros; la designación como funcionario municipal de un pariente del alcalde, o la adjudicación por parte de una Consejería de un contrato de obras a una empresa de la que es socio el Sr. consejero.

			— Desviación de poder pública. La potestad se emplea para un fin distinto del ordenamiento jurídico, pero en beneficio del interés general. No se ha perseguido satisfacer el interés particular del aplicador de la potestad o de un tercero, sino el interés general. Aun así, existe un vicio en la actuación administrativa, pues se ha violado el principio de legalidad: aunque la actividad en cuestión redunde en beneficio de la colectividad, y no de intereses privados, la Administración no se encuentra habilitada para llevar a cabo la actuación (SSTS de 24 de mayo de 1986, Ar. 3777; 11 de octubre de 1993, Ar. 7552). Por ejemplo, se adjudica un contrato a una empresa, no porque su oferta sea la mejor, sino a cambio de que ceda a la Administración un edificio, sin que tal cesión se incluya en las condiciones del contrato; o la expropiación de terrenos privados para la construcción de una autovía, que, al final no se lleva a cabo, a favor de la construcción de otra infraestructura diversa.

			2.2. LA OBJETIVIDAD Y LA PROHIBICIÓN DE ARBITRARIEDAD

			La Administración sirve con objetividad los intereses generales —art. 103 CE—. La objetividad es un estándar ético, que exige contrastar el ser con el deber ser, la concreta actuación realizada por la Administración con su modelo ideal de comportamiento (MORELL OCAÑA). Exige que la ponderación de intereses realizada por la Administración se limite a aplicar la voluntad de la norma. Objetividad no equivale a neutralidad: la Administración debe ser beligerante para atender el interés general, y esforzarse por articular aquella solución que mejor lo satisfaga, sin actuar en la aplicación del Derecho con un mero automatismo. Por otra parte, la objetividad exige que la actuación de la Administración no se encuentre condicionada por el color político del Gobierno, limitándose a postular la solución más justa de conformidad con las normas actuantes, lo que ha sido calificado como eficacia indiferente (GARRIDO FALLA).

			La objetividad es un concepto opuesto a la subjetividad (HEIMENDAHL) o, dicho de otro modo, a la arbitrariedad. Por ello el art. 103 CE guarda una estrecha conexión con el 9.3 CE, que establece la interdicción de arbitrariedad de los poderes públicos: son las dos caras de una misma moneda, pues cuando no hay objetividad se incurre en arbitrariedad. Objetividad equivale entonces a conducta honesta, y proscribe las actuaciones caprichosas o carentes de justificación ética.

			La objetividad de la Administración está en función de la conducta de los empleados públicos, pues las apreciaciones de éstos se convierten en apreciaciones de la Administración. Por consiguiente, existe una correlación necesaria entre objetividad de la Administración e imparcialidad de los funcionarios.

			Al exigir una valoración subjetiva de la realidad, el concepto de objetividad adolece de una cierta indeterminación. Ello dificulta su control, especialmente en los casos en que la Administración cuenta con un margen de apreciación, como sucede con el ejercicio de las potestades discrecionales.

			2.3. PERSONALIDAD JURÍDICA

			La Administración Pública es una organización social (BAENA DEL ALCÁZAR): esto es, constituye un conjunto de medios materiales, personales y financieros dirigidos a la consecución de una finalidad social. Al objeto de atender mejor este fin, las Administraciones Públicas disfrutan de personalidad jurídica. Esta última, como se sabe, constituye una mera ficción, con la que se pretende identificar un centro de imputación de relaciones jurídicas que pueda comportarse de manera asimilada a una persona física: contrayendo obligaciones, reconociendo derechos, entablando contratos con terceros, etc. La personalidad jurídica es una creación técnica que permite todo ello, al conceder a la Administración una «identidad», para que pueda relacionarse con terceros. Por ejemplo, gracias a su personalidad jurídica la Administración puede obtener un «número de identificación fiscal», que necesitan todos los que quieran comprar o vender algo en el mercado, ya sean personas físicas o jurídicas: las facturas que se giren a la Administración —por ejemplo, por una papelería que le suministre material de oficina— contendrán ese número, identificando a la Administración —sujeto de esa relación jurídica— de manera incontrovertible frente a cualquier agente social. De esta forma se reconoce a la Administración la posibilidad de intervenir en el tráfico jurídico, siendo sujeto de derechos y obligaciones, suscribiendo contratos y relaciones con terceros, sometiéndose a juicio o ejerciendo acciones judiciales, siendo titular de patrimonio y disfrutando de autonomía financiera, respondiendo económicamente de los daños que genere su actividad, etc.

			La Administración Pública es la organización que crea el poder público para intervenir en el tráfico jurídico. En efecto, nuestro sistema político concede personalidad jurídica a la Administración porque la concibe como su instrumento de relación con los ciudadanos, entablando vínculos con los agentes sociales a fin de satisfacer las necesidades de interés general. Así, cuando al interés público conviene la construcción de una carretera, la Administración se ocupa de planearla y construirla; esto último, normalmente, mediante la celebración de un contrato con una empresa constructora. Ello es posible en virtud del reconocimiento de personalidad jurídica de la Administración, que la erige en un centro de imputación de relaciones jurídicas y la identifica como parte en ese contrato.

			«Cada una de las Administraciones Públicas del art. 2 actúa para el cumplimiento de sus fines con personalidad jurídica única» —art. 3.4 LRJSP—, lo cual se traduce en dos consecuencias:

			— La personalidad de cada Administración es única. Esto significa que el conjunto de órganos pertenecientes a una misma Administración forma parte de una sola unidad, y constituye un único centro de imputación, lo que permite distinguir y separar unas Administraciones Públicas de otras.

			— Al propio tiempo, cada Administración tiene su propia personalidad jurídica, distinta de las demás: no existe una sola Administración, sino una verdadera constelación de Administraciones Públicas (GARCÍA DE ENTERRÍA), cada una de las cuales goza de una personalidad jurídica diferente, que abarca a todos los órganos que la componen.

			Así, todos los órganos de la Administración General del Estado gozan de una misma y única personalidad jurídica, ya se trate de órganos centrales —por ejemplo, actual Ministerio de Trabajo y Economía Social— o periféricos — Subdelegación del Gobierno en Sevilla dependiente del Ministerio del Interior—. Esa Administración se diferencia de la Administración General de la Junta de Andalucía, que también puede ser central —Consejería de Universidad, Investigación e Innovación— y periférica —Delegación Territorial en Cádiz de dicha Consejería—. Y también de otras Administraciones diferentes, como los Municipios (organizados como regla general en Ayuntamientos) o las Provincias (Diputaciones Provinciales). De este modo, todo el compuesto orgánico integrado en una misma Administración Pública se reduce a la unidad y responde frente al exterior como un solo sujeto de derecho, con independencia del concreto órgano, o incluso de la concreta persona física integrada en la organización, que actúe en cada momento.

			Además, existen los llamados entes institucionales o Administraciones especializadas, que estudiaremos con mayor detalle en el Tema 10, y que asumen parcelas concretas del quehacer administrativo, en el sentido de desempeñar determinadas funciones que corresponden a la Administración. Estas Administraciones institucionales gozan de personalidad jurídica propia, aunque generalmente están sometidas a la superior dirección de otra Administración —la que los creó—. Por ejemplo, el Instituto Nacional de la Seguridad Social es uno de estos entes dotado de personalidad jurídica, que ejerce las funciones de la Administración General del Estado en materia de Seguridad Social, bajo dependencia del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones. Asimismo, en el ámbito autonómico también pueden darse estas personificaciones, piénsese, a modo de ejemplo, en el Servicio de Salud de Castilla-La Mancha (Sescam), dependiente de la Consejería de Sanidad.

			2.4. EL PRINCIPIO DE EFICACIA

			La Administración Pública actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación —art. 103 CE—. Aquí exponemos únicamente el principio de eficacia, pues los demás son estudiados en otros Temas.

			Eficacia es un principio que se conecta estrechamente con la proclamación del Estado social, y supone la necesidad de que los poderes públicos atiendan las necesidades de prestación de servicios que manifiestan los ciudadanos (PAREJO ALFONSO). El principio de eficacia también incorpora una acepción que lo identifica con la eficiencia, y que se expresa en términos de economicidad, de utilidad (ORTEGA). En este segundo sentido, la Constitución pretende la optimización de los medios: se trata de que la Administración logre el máximo rendimiento de los recursos disponibles, ya sea porque se llevan a cabo un mayor número de actuaciones con menor cantidad de recursos, ya sea porque con los mismos recursos se logran más amplios objetivos. En el mismo sentido, el art. 31.2 CE exige que la programación y ejecución del gasto público responda a los criterios de eficiencia y economía.

			2.5. EL PRINCIPIO DE CONFIANZA LEGÍTIMA

			Se trata de un principio de proclamación legal que fue incluido en la LRJPAC —art. 3.1— en 1999 [y que reitera el art. 3.1.e) LRJSP, junto a los principios de buena fe y lealtad institucional], si bien puede entenderse derivado de los arts. 1.1 y 9.3 CE (SARMIENTO), al encontrarse estrechamente vinculado con los principios de buena fe y seguridad jurídica, y la prohibición de actuar contra los propios actos (FERNÁNDEZ VALVERDE). El principio beneficia a los ciudadanos que actúan en la confianza de que su actividad es lícita al haber sido consentida por la Administración de manera persistente en el tiempo (MUÑOZ MACHADO). Si la Administración ha realizado actuaciones que claramente apuntan a su toma de posición en un determinado sentido, y los particulares realizan actividades acomodadas a esa situación, la Administración no puede luego actuar en sentido contrario, privándoles o negándoles sus derechos. Un ejemplo de aplicación del principio es la anulación de una sanción impuesta a un colegio concertado que había excedido la ratio de alumnos, cuando durante años la Administración había tolerado el exceso (STSJ Andalucía de 30 de marzo de 2006, rec. 524/2002). También se aplicó el principio de confianza legítima para beneficiar a un ciudadano que formuló alegaciones a un plan urbanístico que fueron expresamente aceptadas por la gerencia, pero no llegaron a incluirse en el plan definitivo: recurrido éste, el juez entiende que se ha frustrado la confianza legítima del alegante sin justificación alguna, y modifica la calificación de la finca realizada por el plan (STS de 15 de febrero de 2006, rec. 6166/2002). Más recientemente, el principio se ha planteado, respecto de la regulación de la producción de electricidad a partir de fuentes renovables, como un argumento para pretender la nulidad de normas reglamentarias reguladoras de los sistemas de retribución de producción de energía eléctrica a partir de ciertas fuentes renovables, relacionado con el principio de irretroactividad de disposiciones restrictivas y el de seguridad jurídica, en el entendido de que éstas creaban una ordenación diferente a la que se habían adecuado los productores de energía eléctrica procedente de fuentes renovables: el TS no considera vulnerado este principio, pues afirma que «la violación del principio de confianza legítima debe ser apreciada por los Tribunales de lo Contencioso-Administrativo cuando constaten que el poder público utiliza de forma injustificada y abusiva sus potestades normativas, adoptando medidas desvinculadas de los fines de interés general, que se revelen inadecuadas para cumplir su objetivo y que sorprendan las expectativas legítimas de los destinatarios de la norma» (STS de 7 de junio de 2016, rec. 1/625/2014, entre otras).

			3. CONCEPTO Y CARACTERES DEL DERECHO ADMINISTRATIVO

			El Derecho administrativo es una creación relativamente reciente, pues surge en la Europa continental como consecuencia del nuevo orden de relaciones derivado de las revoluciones constitucionalistas del siglo XVIII. En España, su génesis se ha situado en la Constitución de 1812 (SANTAMARÍA).

			Al igual que sucedía con el concepto de Administración Pública, también existen diferentes opiniones acerca del concepto de Derecho administrativo, que han sido compilados minuciosamente (ALLI ARANGUREN). A los efectos de este curso podemos definirlo como el Derecho que regula la organización de las Administraciones Públicas, el ejercicio que realizan de los poderes que se le confían, y su control judicial. Con independencia de esta definición, que presenta un carácter meramente descriptivo, pueden identificarse una serie de notas características de esta rama del Derecho.
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